
 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL  

 

Asunto Acción Popular 

Demandante Yurley Alejandra Muñoz Correa 

Demandados Flamingo S.A., Almacenes Éxito S.A. y China Suramérica 

IMP & EXP S.A.S. 

Decisión  Confirma sentencia 

Radicado 05001-31-03-013-2018-00396-01 

 

Medellín, nueve de diciembre de dos mil veintiuno 

 

La Sala resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante 

contra la sentencia proferida el 26 de agosto de 2021 por el Juzgado 013 Civil 

del Circuito de Medellín.  

 

ANTECEDENTES 

 

1. DEMANDA: Yurley Alejandra Muñoz Correa, por medio de apoderado judicial, 

promovió acción popular frente a Flamingo S.A., Almacenes Éxito S.A. y China 

Suramérica IMP & EXP S.A.S., con el fin de que se declare que tales sociedades 

violaron las normas de protección al consumidor y de la competencia, al ejercer 

actividades comerciales contrarias a la ley e inducir en error al consumidor de 

los bienes y servicios, lo cual atenta contra los derechos económicos de la 

sociedad. En consecuencia, solicitó que se ordene a las demandadas el cese 

de las actividades comerciales encaminadas a inducir al consumidor a error 

mediante publicidades, leyendas o similares y que, por el contrario, cumplan 

con la obligación de otorgar garantía en los bienes que expendan, conforme a 

la ley. 

 

Como fundamento de lo pretendido, el apoderado judicial de la parte 

demandante, expuso: 
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a. La demandante acudió a algunas establecimientos de las sociedades 

demandadas e hizo las siguientes compras: (i) en Almacenes Éxito S.A., una 

caja de colores marca Faber-Castell -12 eco lápices de color-, una caja de 

colores marca Norma -lápices Triangulares 13 colores-, y una caja de colores 

marca Norma -18 piezas, 16 colores y 6 colores especiales-; (ii) en Flamingo 

S.A., una caja de colores marca Norma -lápices triangulares, 12 lápices, 13 

colores, 13 piezas-, una caja de colores marca Kores -12 piezas triangulares, 1 

color metálico-, y una caja de colores marca Faber-Castell -12 eco lápices de 

color-; y (iii) en China Suramérica IMP & EXP S.A.S., compró una caja de 

colores marca Zappelin -24 colores-, una caja de colores marca Off-Esco -

colores INKreibles, 12 lápices, 24 colores-, y una caja de colores marca 

Primavera Colores -24 colores, 12 lápices-.  

 

b.  Al revisar los componentes de la publicidad y la información de los artículos 

mencionados, la demandante constató que ninguna de las cajas o empaques 

que contiene los lápices de colores, indica el largo o la medida de estos. 

Además, al medir los empaques encontró que estos miden más que los colores 

y tienen una base de cartón interna, por lo que la imagen que se presenta al 

consumidor en el empaque es falseada por esos cartones que le restan medidas 

a los lápices de color, lo cual da cuenta de una información insuficiente y una 

publicidad engañosa, porque mientras el consumidor cree comprar unos 

colores del tamaño de la caja, en realidad aquellos son más pequeños de lo 

que exteriorizan, lo que configura la ausencia de información exacta sobre el 

tamaño del producto y, por tanto, un desconocimiento de los derechos de los 

consumidores, conforme al concepto 02043893 de la Superintendencia de 

Industria y Comercio, a los artículos 2, 3, 23 y 24 de la Ley 1480 de 2011 y al 

artículo 4, literal n) de la Ley 472 de 1998. 

 

2. TRÁMITE: El Juzgado 013 Civil del Circuito de Medellín avocó conocimiento 

de la acción instaurada, notificó a las entidades demandadas y la comunicó al 

defensor del pueblo, al municipio de Medellín, a la Personería de Medellín y a 

la Procuraduría General de la Nación. Asimismo, ordenó la publicación de un 

aviso con el fin de enterar del trámite a los miembros de la comunidad. 

 

3. CONTESTACIÓN: 
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3.1.  China Suramérica IMP & EXP S.A.S., por medio de apoderado judicial, se 

opuso a las pretensiones de la demanda y propuso la “excepción” que 

denominó “Inexistencia de información o publicidad engañosa”. 

3.2. Almacenes Éxito S.A.S., por medio de apoderado judicial, se opuso a las 

pretensiones de la demanda y propuso las “excepciones” que denominó (i)  

“Falta de legitimidad en la causa por pasiva, teniendo en cuenta que Almacenes 

Éxito S.A., no tiene la calidad de fabricante de los productos objeto de la 

presente Litis”, (ii) “Por disposición legal vigente, esto es, los artículos 17 y 72 

de la Ley 1480 de 2011, existe una lista de productos sujetos al cumplimiento 

de reglamentos técnicos (Normas Técnicas Oficializadas o Normas Técnicas 

Oficiales Obligatorias)”, (iii) “No existe reglamento técnico expedido por la 

autoridad competente de Colombia, esto es, el Ministerio de Salud o cualquier 

otra autoridad que asuma la competencia, en el cual se establezca y se exija 

el cumplimiento de requisitos o especificaciones técnicas en la fabricación de 

los productos objeto de la presente controversia”, (iv) “No existe a la fecha 

instrucciones impartidas por las autoridades competentes, esto es, el Ministerio 

de Salud de Colombia y/o la Superintendencia de Industria y Comercio y/o 

cualquier otra que asuma competencia, relacionadas con el cumplimiento u 

observancia de requisitos de fabricación o especificaciones técnicas respecto 

de los productos objeto de la presente”, y (v) “Almacenes Éxito S.A., no ha 

infringido los derechos colectivos de los consumidores establecidos en la Ley 

1480 de 2011, y las demás normas que la modifiquen o complementen”.  

 

3.3. Por su parte, Almacenes Flamingo S.A., por medio de apoderado judicial, 

se opuso a las pretensiones de la demanda y propuso las “excepciones” que 

denominó: (i) “Ausencia de vulneración de derechos colectivos”, (ii) “Actuación 

conforme a derecho”, (iii) “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, y (iv) 

“Hechos exclusivos de terceros”. 

 

4. PACTO DE CUMPLIMIENTO: El 30 de mayo de 2019, ante la falta de acuerdo 

entre las partes, se declaró fallida la audiencia de pacto de cumplimiento de 

conformidad con lo previsto en el artículo 27 de la Ley 472 de 1998. 

 

5. SENTENCIA: El Juzgado 013 Civil del Circuito de Medellín profirió sentencia 

el 26 de agosto de 2021, mediante la cual negó las pretensiones de la 

demanda, por ausencia de vulneración de derechos por parte de las entidades 
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demandadas. La juez expuso -en síntesis- que si bien la demandante alega la 

supuesta vulneración de derechos, por la falta de veracidad y transparencia en 

la información contenida en los empaques de las cajas de colores, relativa a la 

dimensión de los mismos, lo cierto es que tal inconformidad constituye una 

apreciación meramente subjetiva, ya que no puede advertirse que el producto 

induzca en error al consumidor, máxime que no se acreditó que los lápices 

deban tener una medida establecida por la normatividad y que en la caja de 

los mismos se indique otra medida diferente.  

  

La juzgadora expuso que en este caso no es aplicable la Circular Externa II de 

la Superintendencia de Industria y Comercio, que en el capítulo II, numeral 

2.2, precisa que “c) En las ventas por catálogo deberán indicarse las 

características y dimensiones o medidas de los productos”,  debido a que este 

caso no corresponde a una venta por catálogo, sino que se trató de una venta 

directa, en la que el consumidor pudo verificar por su propia cuenta las 

características del producto que iba a adquirir. 

 

Asimismo, en lo que tiene que ver con el artículo 24 de la Ley 1480 de 2011, 

relativo al deber que tiene el productor de suministrar la información de 

cantidad, peso o volumen del producto -siendo el proveedor el encargado de 

verificar tal información al momento de expenderlo-, la juez señaló que tal 

norma no indica que todos los productos deben contener la información relativa 

a sus dimensiones, pues tal regla solo corresponde “en el evento de ser 

aplicable”, sin que para este caso, se haya encontrado  disposición alguna que 

obligue al productor de los lápices de colores de uso escolar, a indicar en el 

empaque la medida de estos, así como que esta deba coincidir con las medidas 

del empaque de los mismos. Por el contrario, la juez concluyó que en este 

evento se acreditó que el producto objeto de la controversia, no se encuentra 

sometido a ningún reglamento técnico de ningún tipo, referente a la forma, 

estilo, peso, tamaño, entre otros. 

 

6. APELACIÓN: Inconforme con esa decisión, la PARTE DEMANDANTE apeló y 

expuso lo siguiente: 
 

6.1. La sentencia de primera instancia debe ser revocada, en tanto desconoce 

los derechos constitucionales y legales del consumidor. Asimismo, la apelante 

precisó que no existe confusión entre información y publicidad, ya que la una 
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conlleva a la otra, y cuando se exhiben mercancías y se hace alusión a esos 

productos por cualquier medio, se invita a la comunidad a adquirir dichos 

productos en esos establecimientos. Al respecto, la recurrente señaló que se 

acreditó con prueba física, las imágenes que dan cuenta de las medidas de los 

lápices de color y de los empaques, lo cual da cuenta de que no existe 

coincidencia entre el contenido y el estuche, lo cual induce en error al 

consumidor y, en ese sentido, precisó que lo que pretende es proteger la 

canasta familiar y los recursos de las familias colombianas que resultan 

menguados, a cambio de las utilidades y ganancias que obtienen los 

fabricantes y comercializadores, al entregar menos producto que el que 

muestran los empaques. 

 

6.2. La recurrente indicó que el derecho fundamental a la información veraz, 

completa y oportuna contenida en la Ley 1480 de 2011, que constituye uno de 

los pilares sobre los cuales se edifican las relaciones entre consumidores y los 

demás intervinientes en el mercado, es desconocido y vulnerado por las 

entidades demandadas. La demandante insiste en que objetivamente se 

evidenció una falsación de la realidad que induce a error al consumidor con los 

productos (colores) que fueron el objeto de esta acción popular, puesto que a 

la vista de los consumidores se presenta una imagen y en la realidad, el 

contenido, dimensiones y tamaño son diferentes y no existe información en la 

caja que dé cuenta de las anteriores cualidades de los lápices de color.  

 

6.3. La apelante señaló que la Constitución Política, en el artículo 78, reconoce 

la protección del consumidor, al generar las intervenciones administrativas y 

judiciales para evitar conductas que lesionen los intereses del consumidor, lo 

cual guarda consonancia con el artículo 88 de la misma carta política y el 

artículo 56 de la Ley 472 de 1998, que dispone que los derechos de los 

consumidores están amparados por el mecanismo de la acción popular. 

Asimismo, señaló que la responsabilidad por los productos que se colocan en 

el mercado corresponde tanto al comercializador como al productor, por lo que 

estos responden directa y solidariamente por el cumplimiento de los derechos 

y deberes de los participantes en el mercado y, además, citó la Ley 256 de 

1996, que estableció como acto de competencia desleal el obtener beneficios 

en contradicción o evasión de la ley. 
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7. ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA. 

 

7.1. La parte apelante, en sede de segunda instancia, presentó -en síntesis- 

los mismos argumentos expuestos al momento de formular el recurso de 

apelación. 

 

7.2. Por su parte, Almacenes Flamingo S.A., solicitó que la decisión de primera 

instancia sea confirmada. Al respecto, expuso que la argumentación de la 

demandante es insuficiente, en tanto se limitó a reiterar que se induce a error 

al consumidor porque el tamaño de los colores no se corresponde con el 

tamaño del empaque, lo cual obedece a una mera apreciación subjetiva de la 

parte demandante, sin ningún sustento técnico o normativo, como 

acertadamente lo concluyó la juez a quo. También adujo que la supuesta 

situación de engaño o de inducción a error es inexistente, pues sostener que 

la diferencia entre el tamaño de la caja y el de los colores crea una idea 

equívoca en el consumidor, carece por completo de un fundamento objetivo. 

Además, anotó que, de forma correcta la funcionaria judicial concluyó que, en 

el empaque de los colores no aparece ninguna información contraria a la 

realidad o que pueda inducir a error a los consumidores en cuanto al tamaño 

de los elementos, por lo que no puede predicarse una vulneración de derechos 

colectivos. 
 

7.3. Los demás intervinientes del proceso, guardaron silencio al respecto. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. PROBLEMA JURÍDICO. De conformidad con lo indicado en el artículo 37 de 

la Ley 472 de 1998 en concordancia con lo indicado en el Código General del 

Proceso, la Sala estudiará los reparos expuestos por la parte inconforme, por 

lo que en esta instancia, corresponderá decidir –en síntesis- si como aquella 

aduce, la sentencia de primera instancia debe ser revocada, porque contrario 

a lo expuesto por la juez a quo,  en este asunto sí quedó acreditada la 

vulneración de los derechos  colectivos  de los consumidores, debido a que los 

productos,  objeto de esta acción popular, es decir, las cajas de colores 

comercializadas por las entidades demandadas, inducen en error al 

consumidor, al hacerle creer a simple vista que los  lápices de colores son del 
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tamaño de la caja que los contiene, cuando en realidad no es así y, además, 

el empaque no informa el tamaño de los lápices.  

 

2. MARCO JURISPRUDENCIAL Y NORMATIVO DE LA DECISIÓN Y CASO 

CONCRETO. 

 

2.1.  La acción popular es un mecanismo jurisdiccional para la protección de 

los derechos e intereses colectivos, relacionados con el espacio, la seguridad y 

la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre 

competencia económica y otros de similar naturaleza, cuando quiera que estos 

resulten amenazados o vulnerados por un ente público o por un particular 

(artículo 88 de la Constitución Política y la Ley 472 de 1998, respectivamente).  

 

De conformidad con el artículo 2º de la Ley 472 de 1998, el objeto de la 

pretensión popular es que se imponga una conducta específica al demandado 

–inclusive omisiva – a fin de “evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, 

la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, 

o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible”  

 

2.2. A su vez, el artículo 9º ibidem, dispone que  

 

“Las acciones populares proceden contra toda acción u omisión de las 

autoridades públicas o de los particulares, que hayan violado o 

amenacen violar los derechos e intereses colectivos”. 

 

2.3. En cuanto a los derechos de los consumidores y usuarios como derechos 

colectivos, cabe precisar que estos son susceptibles de protección 

constitucional por medio de la acción de popular, en tanto que se encuentran 

previstos en forma textual en el literal n) de la lista enunciativa de derechos e 

intereses colectivos susceptibles de amparo, contenida en el artículo 4 de la 

Ley 472 de 1998. Además, así lo contempló la Ley 1480 de 2011 -Estatuto del 

Consumidor- en el numeral 1 del artículo 561.  

                                                           
1 “Sin perjuicio de otras formas de protección, las acciones jurisdiccionales de protección al 
consumidor son:  
1. Las populares y de grupo reguladas en la Ley 472 de 1998 y las que la modifiquen sustituyan 
o aclaren. (…)” 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0472_1998.html#1
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La fuente de los derechos de los consumidores, se encuentra prevista en el 

artículo 78 de la Constitución Política, según el cual: 

 

“La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y 

prestados a la comunidad, así como la información que debe 

suministrarse al público en su comercialización.  

  

Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y 

en la comercialización de bienes y servicios, atenten contra la salud, 

la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y 

usuarios.  

El Estado garantizará la participación de las organizaciones de 

consumidores y usuarios en el estudio de las disposiciones que les 

conciernen. Para gozar de este derecho las organizaciones deben ser 

representativas y observar procedimientos democráticos internos.”  

 

Sobre dicha norma, el Consejo de Estado, en sentencia de 20 de mayo de 

20102, refirió: 

 

“En el sentido de la redacción de la norma, los derechos de los 

consumidores son inherentes al derecho colectivo a la libre empresa, de 

modo que la protección constitucional de la libertad económica se hace 

no sólo a favor de los agentes económicos para que puedan acceder a 

un mercado en libre concurrencia, sino -principalmente- en favor del 

consumidor, quien se beneficia en últimas de la competencia, la cual le 

permite escoger libremente los bienes o servicios ofrecidos según sus 

preferencias de calidad y precio.3” 

 

En relación con los mecanismos de protección que el ordenamiento jurídico 

contempla para esta clase de derechos, el Consejo de Estado ha señalado lo 

siguiente: 

 

                                                           
2 Sección Primera, rad. 66001-23-31-000-2004-00850-01(AP). MP. Maria Claudia Rojas Lasso. 
3 Cfr. Corte Constitucional, Sentencias C -76 de 1996  y C -535 de 1997   
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“Esa protección del usuario impone una defensa a la vez individual y 

colectiva, con mecanismos jurídicos de protección diversos, pero no 

excluyentes. En otras palabras, la existencia de instrumentos legales 

de tutela individual de los derechos del usuario en nada impide que 

éste acuda a instrumentos colectivos para su defensa, como son 

justamente las acciones populares” 

(…) 

 

“Y esos instrumentos jurídicos de protección revisten dos modalidades, 

por una parte, aquellos enderezados a la defensa individual y, por otra, 

los creados para su tutela colectiva, dada la doble naturaleza 

(individual y colectiva) de dichos derechos. Es desde esta perspectiva, 

que en el mismo nivel constitucional se previeron las acciones 

populares y de grupo (art. 88 C.N.).” 4 

 

2.4. De otro lado, en los términos del artículo 20 de la Constitución Política se 

garantiza a toda persona la libertad “de informar y recibir información veraz e 

imparcial”.  En concordancia con dicha norma constitucional, los artículos 23 y 

24 del Estatuto del Consumidor -Ley 1480 de 2011- disponen, entre otras 

cosas, que los proveedores y productores deberán suministrar a los 

consumidores información, clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, 

comprensible, precisa e idónea sobre los productos que ofrezcan y, sin perjuicio 

de lo señalado para los productos defectuosos, serán responsables de todo 

daño que sea consecuencia de la inadecuada o insuficiente información. 

Asimismo, allí se regula el contenido y la forma en que se brindará la 

información. 

 

3. CASO EN CONCRETO: En el presente asunto, la parte demandante, al 

interponer el recurso de apelación, insistió en que las sociedades demandadas 

vulneran los derechos colectivos de los consumidores, en tanto comercializan 

cajas de lápices de color, que inducen en error al consumidor, ya que a simple 

vista dan cuenta de que los lápices de colores son del tamaño de la caja que 

los contiene, cuando en realidad no es así y, además, el empaque no informa 

el tamaño de los lápices.  

 
                                                           
4 Consejo de Estado – Sección Tercera. Sentencia de 10 de febrero de 2005, Expediente 2003-

00254-01.C. P: María Elena Giraldo Gómez. 
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3.1. Al respecto, el Tribunal de entrada advierte que a la parte apelante no le 

asiste razón y, por tanto, la decisión de primera instancia debe ser confirmada. 

En efecto, la Sala coincide con lo expuesto por la juez de primer grado, al 

apreciar que la supuesta vulneración de derechos alegada por la demandante, 

sustentada en una falta de veracidad y claridad en la información vertida en 

los empaques de las cajas de colores comercializadas por las demandadas -en 

lo que tiene que ver con el tamaño de los lápices-, obedece a una consideración 

subjetiva de la accionante, desprovista de soporte técnico y normativo que 

demuestre la infracción denunciada, pues ni siquiera la Superintendencia de 

Industria y Comercio y el ICONTEC -según respuestas obrantes a folios 356 y 

381 del expediente digital- dieron cuenta de la existencia de reglamentos o 

normas técnicas que regularan lo relativo al tamaño de los lápices de colores y 

la correlatividad en medición que debe tener con el empaque que los contiene. 

 

Aunado a ello, conforme se desprende de las fotografías anexas a la demanda, 

el Tribunal advierte que en los empaques de los colores no aparece ninguna 

información que sea contraria a la realidad, con el fin de inducir a error a los 

consumidores en cuanto al tamaño de los lápices de colores, pues allí nada se 

dice al respecto, con mayor razón porque, como la juez de primer grado 

precisó,  por tratarse aquí de ventas directas, la accionante – a su vez 

consumidora- tuvo la posibilidad de verificar por su propia cuenta el producto 

que iba a adquirir, situación diferente a la de aquel que compra por medio de 

una fotografía en un catálogo, en cuyo caso sí se requiere de los requisitos 

previstos en la Circular Externa II de  la Superintendencia de Industria y 

Comercio, en la cual, el capítulo II, numeral 2.2., precisa: “En las ventas por 

catálogo deberán indicarse las características y dimensiones o medidas de los 

productos”.  Asimismo, cabe precisar que si bien el artículo 24 de la Ley 1480 

de 2011 -Estatuto del Consumidor-, al regular el contenido mínimo de 

información que los productos deben tener, en el numeral 1.2. refiere que estos 

deben describir “Cantidad, peso o volumen”, lo cierto es que, en ese mismo 

punto, la norma advierte que ello se deberá informar “en el evento de ser 

aplicable”, y en este evento, no se acreditó regulación alguna que indicara que 

en materia de lápices de colores se deba indicar el volumen o tamaño del lápiz, 

por lo que no hay lugar a afirmar la existencia de una omisión en la información. 
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3.2. En ese orden, esta Corporación, al igual que lo advirtió la juzgadora de 

primera instancia, encuentra que el solo hecho de que los lápices de colores 

no tengan la misma medida de la caja que los contiene, no constituye inducción 

a error para el consumidor del producto, ya que no se acreditó que en el 

empaque se hubiera anotado una longitud del producto diferente a la real, ni 

la obligación de que estos tuvieran una medida legal establecida, ni que en el 

empaque se deba especificar esa medida, situación muy diferente a aquellas 

en que el empaque indica una medida específica y el producto presenta otra, 

en cuyo caso se estaría en presencia de una infracción a los derechos del 

consumidor, pero ello no acaeció en este evento. También es importante 

considerar, que la diferencia de tamaño entre la caja y los lápices de colores, 

objetivamente no es desproporcional ni refleja engaño, pues como la misma 

parte accionante anotó en los hechos de la demanda, la diferencia de tamaño, 

según la marca del producto, oscila entre 1,9  y 3,5 cm entre la caja y el lápiz 

-pues la medida estándar de los lápices según la demandante fue de 17,05 cm-

, a lo cual hay que agregar que casi todas las fotografías de empaques 

anexadas a la demanda, dan cuenta de que en la parte inferior de la caja, se 

adicionaba un sacapuntas y/o un borrador, que evidentemente necesitaba 

espacio en la caja, lo que puede ser constatado sin dificultad alguna y en forma 

directa por quien los adquiera. Todo esto sin contar inclusive con lo razonable 

que resulta que dos centímetros del empaque se empleen para proteger los 

colores y las puntas y tres centímetros lo sean para ubicar el cartón protector 

y el sacapuntas que el propio empaque anuncia. 

 

3.3. En este orden, la Sala encuentra que, además de que no está probada la 

infracción de algún reglamento técnico en lo que tiene que ver con la regulación 

del tamaño de los lápices de colores, ni a la exigencia de que esa información 

se deba plasmar en los empaques que los contiene, tampoco se concreta en 

este caso la inducción en error a los consumidores en cuanto a que se les haya 

generado falsas expectativas frente al producto, con fundamento en 

información que no correspondiera a la verdad.  

 

4. En este sentido, la Sala itera, sin necesidad de ahondar en aspectos 

adicionales, que la decisión de primera instancia debe ser confirmada, en tanto 

que la parte accionante no demostró la vulneración de los derechos colectivos 

invocados. Por último, de conformidad con lo previsto en el artículo 38 de la 
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Ley 742 de 1998 no se impondrá condena en costas en esta instancia a la parte 

impugnante, porque no se demostró temeridad o mala fe en su actuación. 

 

DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín administrando justicia, en nombre de la república de Colombia y por 

autoridad de la ley, RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 26 de agosto de 2021 por el 

Juzgado 013 Civil del Circuito de Medellín, por las razones expuestas en este 

proveído. 

 

SEGUNDO: Sin costas en esta instancia. 

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE EL EXPEDIENTE. 

 

Los magistrados, 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 


